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Constitucional y Amparo 
 

JURISPRUDENCIA. SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIAS CIVIL, MERCANTIL Y 

ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO QUE ESTABLECE SU 

PROCEDENCIA ÚNICAMENTE ANTE VIOLACIONES EVIDENTES DE LA LEY QUE HAYAN DEJADO SIN DEFENSA 

AL QUEJOSO, NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

 

JURISPRUDENCIA.  CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO 

DE ACTOS LEGISLATIVOS. 

 

 

Administrativo 
 

TESIS AISLADA. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. NO SE ACTUALIZA POR LA PROHIBICIÓN DE 

REINCORPORAR AL SERVICIO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA EN EL 

ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 

 

Fiscal 
 

JURISPRUDENCIA. IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL 

DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO 

PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 

 

TESIS AISLADA. IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL PROCEDIMIENTO PARA CALCULAR EL MONTO SUSCEPTIBLE 

DE DEDUCIR POR INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE 

DOMINIO PÚBLICO NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

 

Laboral 
 
TESIS AISLADA.  ROPA DE TRABAJO Y UNIFORMES. AL TRATARSE DE UNA PRESTACIÓN EXTRALEGAL QUE SE 

ENTREGA A LOS TRABAJADORES EN SERVICIO ACTIVO, NO INCREMENTA EL SALARIO NI PROCEDE SU 

PAGO RETROACTIVO COMO PRESTACIÓN AUTÓNOMA O EN CONCEPTO DE SALARIOS CAÍDOS, 

CUANDO SE DECRETA LA REINSTALACIÓN DEL TRABAJADOR SEPARADO INDEBIDAMENTE DE SU EMPLEO. 
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PENAL Y SEGURIDAD 
 
JURISPRUDENCIA. PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL 

DELITO NO PUEDE IMPUGNAR SU PROPORCIONALIDAD EN AMPARO DIRECTO. 

 

TESIS AISLADA. RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL. ANTES DE 

RESOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPUTADO, EL JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE EJERCER SU 

DERECHO DE DEFENSA ADECUADA RESPECTO A ÉSTA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 316, 

PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). 
 

 

DERECHO PRIVADO DE EMPRESA 
 

JURISPRUDENCIA. RECURSO DE APELACIÓN. PROCEDE POR REGLA GENERAL, CONTRA RESOLUCIONES 

QUE OMITAN ACORDAR UNA CUESTIÓN JURÍDICA, SALVO EN LOS CASOS EN QUE LA LEY O LA 

JURISPRUDENCIA EXENTEN DE SU INTERPOSICIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA 

LA CIUDAD DE MÉXICO). 

 

JURISPRUDENCIA. CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR 

COMO REQUISITO PREVIO PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALIZARLA 

UN CORREDOR PÚBLICO, AL CARECER DE FACULTADES PARA EFECTUARLA. 

 

TESIS AISLADA. INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DICHO PRINCIPIO NO PUEDE SERVIR DE MEDIDA IDÓNEA 

PARA RESTRINGIR A LA MADRE LA GUARDA Y CUSTODIA, POR DEDICARSE COMO FORMA DE TRABAJO 

A LA PROSTITUCIÓN. 
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Constitucional y Amparo 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021518    

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020   

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: 1a. VII/2020 (10a.) 

 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 79, 

FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO QUE ESTABLECE SU PROCEDENCIA ÚNICAMENTE ANTE VIOLACIONES 

EVIDENTES DE LA LEY QUE HAYAN DEJADO SIN DEFENSA AL QUEJOSO, NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO 

A LA JUSTICIA. 

 

Tanto la Constitución Federal como la Ley de Amparo establecen que tratándose de las materias en 

las que no opera oficiosamente la suplencia de la queja deficiente, la carga argumentativa de 

demostrar la inconstitucionalidad del acto reclamado recae en el quejoso. De esta forma, no es posible 

que tratándose de las materias civil, mercantil o administrativa, las cuales se rigen por el principio de 

estricto derecho, los juzgadores deban, en todos los casos, suplir la queja deficiente; pues ello implicaría 

ir en contra de lo establecido en el propio texto constitucional, además de que conllevaría que la 

excepcionalidad de la cual está revestida esta institución se tornara una regla general, lo que 

desvirtuaría su teleología. De ahí que el artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo, al disponer que 

la autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de 

violación o agravios en otras materias cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del 

particular recurrente una violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los 

derechos previstos en el artículo 1o. de la propia ley, no viola el derecho de acceso a la justicia, pues 

no establece una negación de justicia ni impone una traba innecesaria para que el quejoso pueda 

acceder al juicio de amparo a defender sus intereses, ya que sólo se trata de un supuesto específico 

que el legislador incorporó para dar efectividad al medio de protección constitucional en aquellos 

casos en los que la violación a los derechos fundamentales es palpable y evidente, además de que no 

excluye una eventual aplicación de las demás fracciones previstas en el artículo 79 citado. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 2122/2018. Distribuidora Liverpool, S.A. de C.V. 26 de junio de 2019. Cinco 

votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena, Norma Lucía Piña Hernández y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021455       

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020   

Materia(s): Constitucional  

Tesis: 2a./J. 4/2020 (10a.) 

 

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE ACTOS 

LEGISLATIVOS. 

 

La figura de mérito, en relación con el tipo de actos referidos, debe invocarse bajo la perspectiva de 

irretroactividad de las normas consagrada en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, porque pretender tutelar meras expectativas de derecho contra los actos 

legislativos equivaldría a la congelación del derecho, a su inmovilización total o parcial y el 

consecuente cierre definitivo a los cambios sociales, políticos o económicos, lo cual sería contrario al 

Estado de derecho democrático y a la facultad que, en éste, tiene el legislador de ajustar la norma a 

las cambiantes necesidades de la sociedad y de la realidad. Además, específicamente en el ámbito 

tributario, su diseño por vía de leyes es facultad del Congreso de la Unión y, por ende, conlleva un 

margen amplio de libertad de configuración, de modo que no existe un derecho constitucionalmente 

tutelado para que el sistema tributario permanezca inmodificable y estático, sino por el contrario resulta 

indispensable para el poder público adaptar la normativa fiscal al contexto económico, tanto nacional 

e internacional, así como a las necesidades públicas. Aunado a ello, la modificación de las normas 

tributarias tiene, por regla general, un fin de interés público que es preponderante al interés particular 

de cada contribuyente, pues con base en el principio de generalidad tributaria se tutela el interés del 

Estado en la percepción de ingresos, que es un interés público encaminado a atender necesidades 

sociales relevantes con amplio respaldo o tutela constitucional, así como la necesidad de basar la 

contribución de los ciudadanos para sostener los gastos públicos en criterios de solidaridad. Por tanto, 

la confianza legítima no tiene el alcance de oponer al legislador meras expectativas de derecho para 

cuestionar la regularidad constitucional de los actos en los que se determina el establecimiento, 

modificación o supresión de regulaciones en materia de contribuciones, debido a la imposibilidad del 

contribuyente de contar con la esperanza de que una tasa, tarifa e incluso un régimen de tributación 

permanezcan inmodificables hacia el futuro. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de 

los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 

Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. 

Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

 

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros 

Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz  
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Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 

Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

 

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los 

Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 

Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. 

Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

 

Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre de 2019. Cuatro votos 

de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 

Javier Laynez Potisek; votó en contra de algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas 

y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 

Secretario: Luis Enrique García de la Mora. 

 

Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 2019. Cuatro 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 

y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas y Javier 

Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 

Luis Enrique García de la Mora. 

 

Tesis de jurisprudencia 4/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada del quince de enero de de dos mil veinte. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

24 de enero 2020 

 

 

 

 

 

ADMINISTRATIVO 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021510  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020   

Materia(s): (Constitucional, Administrativa 

Tesis:  I.4o.A.179 A (10a.) 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. NO SE ACTUALIZA POR LA PROHIBICIÓN DE REINCORPORAR 

AL SERVICIO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, 

APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 

Los hechos generadores de la responsabilidad patrimonial del Estado derivan de las actividades 

administrativas irregulares, vinculadas directa, clara y fehacientemente con el daño producido a los 

particulares. Concomitantemente, en términos de la jurisprudencia 2a./J. 99/2014 (10a.), de la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la regulación constitucional de la responsabilidad 

patrimonial del Estado excluye los casos donde el daño es producto del funcionamiento regular o lícito 

de la actividad pública o el particular tenga el deber de soportarlo. Por su parte, acorde con el artículo 

123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando los 

miembros de las instituciones policiales de la Federación, de la Ciudad de México, de los Estados y los 

Municipios son separados de sus cargos por no cumplir con los requisitos que las leyes vigentes en el 

momento del acto señalen para permanecer en aquéllas o son removidos por incurrir en 

responsabilidad en el desempeño de sus funciones y la autoridad jurisdiccional resuelve que esa 

separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, 

el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, 

sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio 

o medio de defensa promovido. En consecuencia, el hecho de que en sede jurisdiccional se haya 

demostrado que fue ilegal la separación del cargo de uno de los servidores públicos señalados, la 

prohibición de reincorporarlo no actualiza la responsabilidad patrimonial del Estado porque, al tratarse 

de una restricción constitucional, no puede considerarse irregular o ilícita. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 757/2018. Israel Roberto Arouesty Martínez. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 99/2014 (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABILIDAD 

PATRIMONIAL DEL ESTADO. SU REGULACIÓN CONSTITUCIONAL EXCLUYE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 

REGULAR O LÍCITA DE LOS ENTES ESTATALES." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 5 de diciembre de 2014 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Décima Época, Libro 13, Tomo I, diciembre de 2014, página 297, con número de 

registro digital: 2008114. 
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Fiscal 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021477    

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020   

Materia(s): (Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a. I/2020 (10a.) 

 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL DE INVERSIONES EN 

ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN 

LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 

 

De la interpretación sistemática de los artículos 25, fracción IV; 31, párrafos primero y segundo; 32 y 33, 

fracción IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta se sigue el procedimiento para calcular las 

deducciones por concepto de inversiones, las cuales comprenden a los activos fijos, los gastos y cargos 

diferidos (que incluyen entre otros, los activos intangibles que permiten la explotación de bienes de 

dominio público), así como las erogaciones realizadas en periodos preoperativos. Dicho procedimiento 

consiste en aplicar el porcentaje máximo autorizado por la propia Ley del Impuesto sobre la Renta sobre 

el monto original de la inversión, el cual comprende los elementos previstos en el segundo párrafo del 

artículo 31 de ese mismo ordenamiento. Así, el monto original de todas las inversiones susceptibles de 

deducir debe ser calculado a partir de los elementos cuantitativos previstos en el párrafo segundo del 

artículo 31 de la ley aludida, en función, desde luego, de la compatibilidad que exista con el tipo de 

inversión (ya sea de activo fijo, de gastos o cargos diferidos, o bien de erogaciones realizadas en 

periodos preoperativos), sin que ello propicie trato inequitativo alguno, sino una correspondencia 

funcional entre el tipo de inversión y el elemento conducente para calcular el monto base sobre el cual 

se debe aplicar el porcentaje máximo autorizado por la ley. Asimismo, tampoco existe violación al 

principio de proporcionalidad tributaria, ya que el procedimiento reseñado no impide a los 

contribuyentes acceder a la deducción de sus inversiones, sino que su ejercicio está condicionado a 

cumplir con la mecánica de cálculo prevista por el legislador democrático y hasta por los montos y 

porcentajes máximos autorizados por este último. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 541/2019. Procesadora de Aves de Tepa, S.A. de C.V. 16 de octubre de 2019. Cinco 

votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 

concurrente, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 

Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 

Víctor Manuel Rocha Mercado. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021475    

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de enero de 2020   

Materia(s): (Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a. III/2020 (10a.) 

 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL PROCEDIMIENTO PARA CALCULAR EL MONTO SUSCEPTIBLE DE DEDUCIR POR 

INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES DE DOMINIO PÚBLICO 

NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 

El artículo 25, fracción IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta permite a los contribuyentes deducir las 

inversiones, mismas que en términos del artículo 32 de ese ordenamiento comprenden los activos fijos, 

los gastos y cargos diferidos, así como las erogaciones realizadas en periodos preoperativos. Conforme 

a este último precepto se consideran gastos diferidos, entre otros, a los activos intangibles que permiten 

la explotación de bienes del dominio público. Ahora bien, la deducción de inversiones no es absoluta 

y encuentra, entre otros límites, los porcentajes máximos autorizados en la propia Ley del Impuesto sobre 

la Renta, cuyo artículo 33, fracción IV, establece que en el caso de activos intangibles que permitan 

explotar bienes del dominio público, el porcentaje máximo se calculará dividiendo la unidad entre el 

número de años por los cuales se otorgó la concesión, el cociente así obtenido se multiplicará por cien 

y el producto se expresará en por ciento. A su vez, el diverso artículo 31 dispone que las inversiones 

únicamente se podrán deducir mediante la aplicación, en cada ejercicio, de los porcentajes máximos 

autorizados sobre el monto original de la inversión, el cual comprende, además del precio del bien, los 

impuestos efectivamente pagados con motivo de la adquisición o importación del mismo a excepción 

del impuesto al valor agregado, así como las erogaciones por concepto de derechos, cuotas 

compensatorias, fletes, transportes, acarreos, seguros contra riesgos en la transportación, manejo, 

comisiones sobre compras y honorarios a agentes aduanales. En este sentido, el artículo 31 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta sí prevé el procedimiento y los elementos mínimos para determinar el monto 

límite para deducir las inversiones efectuadas por los sujetos pasivos de dicha contribución. En 

particular, para deducir los gastos diferidos, que incluyen los activos intangibles que permiten la 

explotación de un bien de dominio público, dicho procedimiento consiste en aplicar el porcentaje 

máximo autorizado por el artículo 33, fracción IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta sobre el monto 

original de la inversión, el cual comprende los elementos previstos en el segundo párrafo del artículo 31 

de ese mismo ordenamiento. De ahí que el contribuyente sí conoce, con el grado constitucionalmente 

exigible por el principio de seguridad jurídica, los elementos que integran el monto original de su 

inversión, así como el procedimiento que debe observar para calcular la deducción aplicable en 

materia del impuesto sobre la renta. 
 

PRIMERA SALA 

Amparo en revisión 541/2019. Procesadora de Aves de Tepa, S.A. de C.V. 16 de octubre de 2019. Cinco 

votos de los Ministros: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 

concurrente, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 

Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 

Víctor Manuel Rocha Mercado. 
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ROPA DE TRABAJO Y UNIFORMES. AL TRATARSE DE UNA PRESTACIÓN EXTRALEGAL QUE SE ENTREGA A LOS 

TRABAJADORES EN SERVICIO ACTIVO, NO INCREMENTA EL SALARIO NI PROCEDE SU PAGO RETROACTIVO 

COMO PRESTACIÓN AUTÓNOMA O EN CONCEPTO DE SALARIOS CAÍDOS, CUANDO SE DECRETA LA 

REINSTALACIÓN DEL TRABAJADOR SEPARADO INDEBIDAMENTE DE SU EMPLEO. 

 

La obligación contractual por parte del patrón de proporcionar, como prestación extralegal, ropa de 

trabajo y uniformes a sus empleados, debe entenderse que beneficia exclusivamente a quienes se 

encuentren en servicio activo, pues el propósito fundamental de la misma es que se utilice y consuma 

al realizar las actividades para las que se contrató, lo que no implica que aquélla deba ser entregada 

a los trabajadores que no han prestado sus servicios, como cuando se interrumpe la relación laboral 

con motivo de un despido injustificado atribuible al patrón, declarado ilegal, y en el que el tribunal 

laboral ordenó la reincorporación en sus funciones, pues aun ante esta circunstancia no procedería su 

entrega con efectos restitutorios por todo el tiempo de la ruptura, puesto que no cumpliría su finalidad, 

esto es, que se use y consuma con motivo de las labores diarias desempeñadas, pues ante la ausencia 

de actividades (justificada o no) por parte del empleado, es claro que la necesidad de la ropa de 

trabajo y uniformes sólo se generó respecto de aquellos trabajadores que sí se han desempeñado 

ininterrumpidamente y que han resentido el desgaste normal de su indumentaria, por lo que para 

decidir sobre la procedencia de la citada prestación, el operador jurídico debe interpretar esa 

disposición contractual, partiendo del hecho incontrovertido de que se trata de una prestación 

extralegal, y con un sentido de utilidad y efecto práctico considere que dicha prestación, al ser similar 

a las herramientas y útiles de trabajo, los cuales van sufriendo el deterioro y menoscabo natural 

conforme al uso en la ejecución reiterada de las labores para las que están destinadas, tienen como 

objetivo fundamental desarrollar el trabajo encomendado de manera eficiente; sin embargo, no 

incrementan el monto del salario, sino que sólo se entregan con motivo de las actividades que deben 

realizarse y para su ejecución. Por consiguiente, cuando se decreta la reinstalación del trabajador 

separado indebidamente de su empleo, es improcedente su pago retroactivo como prestación 

autónoma o en concepto de salarios caídos. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 127/2019. 26 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Sebastián 

Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 
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PENA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO NO PUEDE 

IMPUGNAR SU PROPORCIONALIDAD EN AMPARO DIRECTO. 

 

Conforme al apartado C, del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las 

víctimas u ofendidos del delito, gozan de diversos derechos fundamentales, entre los que destacan el 

de acceso a la justicia en calidad de parte procesal, que los faculta para exigir el derecho a conocer 

la verdad, a solicitar que el delito no quede impune, que se sancione al culpable; así como a la 

reparación del daño, que los legitima a impugnar las resoluciones judiciales respecto de la acreditación 

del delito, la demostración de la plena responsabilidad penal del imputado y la individualización de las 

sanciones. Sin embargo, entre esos derechos, no se encuentra alguno que les permita impugnar, en 

abstracto, una pena impuesta en un procedimiento abreviado. Por tanto, en el amparo directo, no 

podrán controvertir la proporcionalidad de la pena decretada en una sentencia definitiva emitida en 

ese tipo de procedimiento, pues no les causa una afectación personal y directa a sus derechos 

constitucionalmente reconocidos; de otra manera, se trastocaría la naturaleza y lógica que sustenta la 

existencia de esa forma de terminación anticipada del proceso penal; ya que no existiría firmeza en lo 

acordado con el imputado respecto a la aceptación de su participación en el delito, a partir de los 

datos de prueba recabados durante la investigación. Lo que es congruente con los artículos 204 y 206 

del Código Nacional de Procedimientos Penales, que respectivamente establecen, que la víctima u 

ofendido del delito sólo podrá oponerse al trámite del procedimiento abreviado, cuando no esté 

debidamente garantizada la reparación del daño; y que no podrá imponerse una pena distinta o de 

mayor alcance a la que solicitó el Ministerio Público y que aceptó el imputado. De lo que tampoco 

deriva para aquéllos, la posibilidad de inconformarse con la proporción de la pena que se imponga en 

la correspondiente sentencia. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 950/2019. Minerva Elia Jiménez Ortiz y otro. 3 de julio de 2019. Mayoría de 

cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 

Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
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RECLASIFICACIÓN DE LOS HECHOS MATERIA DE LA IMPUTACIÓN MINISTERIAL. ANTES DE RESOLVER LA 

SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPUTADO, EL JUEZ DE CONTROL DEBE PERMITIRLE EJERCER SU DERECHO DE 

DEFENSA ADECUADA RESPECTO A ÉSTA (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 316, PENÚLTIMO 

PÁRRAFO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). 

 

De la interpretación conforme del penúltimo párrafo del artículo 316 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados 

internacionales, así como de la jurisprudencia emitida tanto por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, como por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se advierte que si bien es cierto que 

el Juez de control puede reclasificar los hechos materia de la imputación formulada por el agente del 

Ministerio Público, también lo es que antes de resolver la situación jurídica del imputado, debe permitirle 

ejercer su derecho de defensa adecuada respecto a dicha reclasificación. Ello es así, pues el derecho 

humano a una defensa adecuada necesariamente debe ejercerse desde que se señala a una persona 

como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, 

incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena, pues sostener lo opuesto implicaría someter 

el derecho humano que protege una adecuada defensa, a que el imputado se encuentre en 

determinada fase procesal (investigación complementaria, intermedia o de juicio), dejando abierta la 

posibilidad de que se transgredan sus derechos a través de actos de autoridad que desconoce o a los 

que no puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a dicho derecho 

humano, pues el Estado está obligado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto 

del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. 

Por tanto, el imputado no puede esperar hasta el dictado del auto de vinculación a proceso para que 

se le permita ejercer su derecho de defensa adecuada respecto a la reclasificación hecha por el Juez 

de control. Máxime que de permitírsele alegar en su defensa respecto a dicha reclasificación, se le 

dejará ejercer oportunamente el derecho a una adecuada defensa que le otorgan la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y la legislación procesal penal, 

pues inclusive puede darse el caso de que se desvirtúe la nueva clasificación hecha en su contra por 

parte del Juez de control, trayendo como consecuencia que se determine un auto de no vinculación 

a proceso. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 211/2019. 14 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza 

Fonseca. Secretario: Miguel Ángel Sánchez Acuña. 
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RECURSO DE APELACIÓN. PROCEDE POR REGLA GENERAL, CONTRA RESOLUCIONES QUE OMITAN 

ACORDAR UNA CUESTIÓN JURÍDICA, SALVO EN LOS CASOS EN QUE LA LEY O LA JURISPRUDENCIA EXENTEN 

DE SU INTERPOSICIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 

 

De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 688 y 689 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, el recurso de apelación procede no sólo contra 

los autos que determinen una situación jurídica específica que perjudique a alguna de las partes en la 

controversia, sino también cuando en ellos exista alguna omisión procesal en que haya incurrido el 

juzgador al dictarlos y con ello se agravie al justiciable; medio de impugnación cuyo agotamiento 

estará exento de interponerse en los supuestos en que la ley o la jurisprudencia obligatoria lo prevean, 

en atención a la naturaleza del acto reclamado, a la materia de la controversia o a las partes 

involucradas en el procedimiento respectivo. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 15/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Octavo y Décimo 

Segundo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de noviembre de 2019. Mayoría de trece votos 

de los Magistrados María del Carmen Aurora Arroyo Moreno, Jaime Aurelio Serret Álvarez, Eliseo Puga 

Cervantes, Fortunata Florentina Silva Vásquez, Roberto Ramírez Ruiz, María del Refugio González 

Tamayo, Marco Polo Rosas Baqueiro, Martha Gabriela Sánchez Alonso, Fernando Rangel Ramírez, 

Gonzalo Arredondo Jiménez, José Rigoberto Dueñas Calderón, Manuel Ernesto Saloma Vera y 

Alejandro Sánchez López (Presidente). Disidentes: Paula María García Villegas Sánchez Cordero (voto 

particular) y Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo (voto particular). Ponente: Fortunata 

Florentina Silva Vásquez. Secretario: Alfonso Avianeda Chávez. 

 

Tesis y criterio contendientes: 

 

Tesis: I.8o.C.207 C, de rubro: "APELACIÓN. PROCEDE EN CONTRA DE LAS RESOLUCIONES EN QUE SE OMITA 

PROVEER ALGUNA PETICIÓN.", aprobada por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, 

julio de 1999, página 839, con número de registro digital: 193629; y, 

 

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 

la queja 71/2019. 
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CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTECARIA. LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR COMO REQUISITO 

PREVIO PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA, NO PUEDE REALIZARLA UN CORREDOR 

PÚBLICO, AL CARECER DE FACULTADES PARA EFECTUARLA. 

 

En términos de los artículos 6o., fracción V, de la Ley Federal de Correduría Pública y 53 de su 

Reglamento, los corredores públicos están facultados para autenticar y dar forma en términos de ley a 

los instrumentos en que se consignen actos y hechos jurídicos de carácter mercantil; por otra parte, 

tratándose de créditos mercantiles garantizados con hipoteca, el acreedor podrá intentar el juicio 

hipotecario, sin que constituya obstáculo para ello el hecho de que conforme a lo previsto en las 

fracciones XIV y XXI del artículo 75 del Código de Comercio, el documento fundatorio de la acción sea 

un acto mercantil, toda vez que acorde con el artículo 1054 del código citado, los juicios mercantiles 

se deben regir por las disposiciones del libro quinto y en su defecto se aplicará la ley de procedimientos 

local, y dado que dicho libro, denominado "De los juicios mercantiles", no prevé un procedimiento 

especial para hacer efectiva una garantía constituida por hipoteca, si las partes no se sometieron a un 

compromiso arbitral ni tampoco al convencional que permiten y regulan los artículos 1051 y 1053 del 

Código de Comercio, se infiere que deben regirse por el Código Civil y por el Código de Procedimientos 

Civiles local, que sí establecen reglas para que se dé la ejecución de la garantía real. Por tanto, si el 

artículo 2926 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, prevé de 

manera directa la cesión de créditos con garantía hipotecaria celebrados por instituciones de crédito, 

y establece como requisito para la procedencia de la acción hipotecaria ejercida por éstas, la previa 

notificación de la cesión al deudor por escrito, y el diverso artículo 2036 de este ordenamiento dispone 

que la notificación de la cesión del crédito debe realizarse por escrito, de manera judicial o 

extrajudicial, ante dos testigos o ante notario público, se concluye que es el notario público y no el 

corredor público, quien se encuentra legalmente facultado para llevar a cabo la notificación de la 

cesión de créditos al deudor, dado que no es la naturaleza jurídica del contrato cuyo cumplimiento 

fue garantizado con la hipoteca lo que determina la forma en que debe ejercerse la acción 

hipotecaria y tramitarse el juicio correspondiente, sino el hecho de que la hipoteca es una figura jurídica 

contemplada y regida por la legislación civil. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 18/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo, Tercero y 

Quinto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de noviembre de 2019. Mayoría de diez votos de los 

Magistrados María del Carmen Aurora Arroyo Moreno, Paula María García Villegas Sánchez Cordero, 

Eliseo Puga Cervantes, Fortunata Florentina Silva Vásquez, Roberto Ramírez Ruiz, María del Refugio 

González Tamayo, Martha Gabriela Sánchez Alonso, Fernando Rangel Ramírez, Manuel Ernesto Saloma  
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Vera y Alejandro Sánchez López. Disidentes: Jaime Aurelio Serret Álvarez, Ethel Lizette del Carmen 

Rodríguez Arcovedo, Marco Polo Rosas Baqueiro, Gonzalo Arredondo Jiménez y José Rigoberto Dueñas 

Calderón. Ponente: Martha Gabriela Sánchez Alonso. Secretaria: Alicia Avendaño Santos. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 

amparo directo 760/2018, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo 542/2017, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 913/2018. 
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INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. DICHO PRINCIPIO NO PUEDE SERVIR DE MEDIDA IDÓNEA PARA RESTRINGIR 

A LA MADRE LA GUARDA Y CUSTODIA, POR DEDICARSE COMO FORMA DE TRABAJO A LA PROSTITUCIÓN. 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 4o. y la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, establecen como principio el interés superior del menor. Asimismo, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos resaltó en el caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, que el objetivo 

general de proteger el principio del interés superior del niño es, en sí mismo, un fin legítimo y es, además, 

imperativo. En ese mismo sentido, indicó que para asegurar en la mayor medida posible, la prevalencia 

del interés superior del menor, el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño establece 

que éste requiere "cuidados especiales" y el artículo 19 de la Convención Americana citada, señala 

que debe recibir "medidas especiales de protección". Igualmente, la Corte Interamericana constató 

que la determinación del interés superior del menor, en casos de cuidados y custodia de menores de 

edad debe hacerse a partir de la evaluación de los comportamientos parentales específicos y su 

impacto negativo en el bienestar y desarrollo del niño según el caso, los daños o riesgos reales o 

probados y no especulativos o imaginarios. Por tanto, no pueden ser admisibles las especulaciones, 

presunciones, estereotipos o consideraciones generalizadas sobre características personales de los 

padres o preferencias culturales o labores lícitas respecto a ciertos conceptos tradicionales de la 

familia. En esa medida, dicho tribunal observó que al ser, en abstracto, el "interés superior del niño" un 

fin legítimo, la sola referencia al mismo sin probar, en concreto, los riesgos o daños que podrían conllevar 

la orientación sexual de la madre para las niñas, no puede servir de medida idónea para la restricción 

de un derecho protegido como el de poder ejercer todos los derechos humanos sin discriminación 

alguna en contra de la madre por la orientación de la persona. Así, el interés superior del menor no 

puede ser utilizado para amparar la discriminación en contra de la madre o el padre por la orientación 

sexual de cualquiera de ellos. De este modo, el juzgador no puede tomar en consideración esa 

condición social como elemento para decidir sobre una tuición o custodia. Por ende, bajo un 

argumento por analogía, el de que la madre se dedique como forma de trabajo a la prostitución, no 

puede ser considerado como un factor para excluirla de la custodia de sus hijos. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 718/2018. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel De Alba 

De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre. 
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